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Aumento de casos de violencia escolar 
El hecho de que ya no solo sean riñas, sino que además las denuncias por agresiones con armas hayan experimentado un 

incremento de casi 400% en una década, exige tomar conciencia del fenómeno y de sus graves implicancias para las víctimas 

y la sociedad en su conjunto. 

e ha vuelto una peligrosa cos- 
tumbre constatar cómo los 
casos de violencia escolar se 
han multiplicado en el último 
tiempo, donde constantemente 

se verifican riñas entre estudiantes -en al- 
gunos casos muy violentas- o bien entre los 

propios apoderados, además de agresiones 
a profesores. Todavía más inquietante es el 
hecho de que los casos donde se utilizan ar- 
mas blancas o de fuego también van en au- 

mento, generando con ello situaciones de 
extremo peligro. Un reciente incidente en 
un colegio de la comuna de San Pedro de la 
Paz (Región del Biobío), donde un grupo de 
encapuchados -ayudado por un estudian- 
te del colegio del mismo recinto- ingresó 
al establecimiento e hirió a tres alumnos 
-producto de rencillas anteriores- ha con- 
mocionado a la comunidad. El asesinato 

de un estudiante en la plaza de Melipilla, 
producto del uso de arma blanca, también 

generó enorme impacto. Ambos casos dan 
cuenta del grave problema de convivencia 
escolar o prácticas delictuales. 

Las cifras del Ministerio de Educación 
-según consignó un reportaje publicado 
por este medio sobre los incidentes en San 

Pedro de la Paz-indican que desde la pan- 

demia las cifras relacionadas con inciden- 
tes de violencia escolar aumentaron desde 
7.800 en 2022 a 8.500 en 2024. La Super- 

intendencia de Educación ha indicado que 

en el primer semestre de este año se registró 
un aumento de 25% en las denuncias por 
convivencia respecto a igual período del 
año anterior, siendo el maltrato entre estu- 

diantes la principal causa. 
Debe ser un motivo de especial preocu- 

pación que las denuncias por infracción a la 
ley de armas al interior de establecimientos 
educacionales han aumentado significativa- 

mente. Entre 2014 y 2024 a nivel nacional el 
incremento alcanzó casi 400%, donde en el 

caso de la Región del Biobío el aumento fue 
del 300%. Si ya las riñas con arma blanca re- 
visten un peligro enorme, el hecho de que el 
uso de armas de fuego esté permeando cada 
vez supone una amenaza todavía mayor, lo 
que exige adoptar medidas urgentes. 

La violencia escolar, en cualquiera de 

sus formas -agresiones físicas, ciberacoso, 

bullying y otras- supone graves daños no 
solo en la salud mental de los afectados -el 
solo hecho de vivir con temor ya supone un 

desgaste o un desánimo-, sino que además 
por lo general se traduce en menores ren- 
dimientos académicos -algunos estudios 
han logrado verificar efectos directos en 

los resultados de las pruebas Simce-, pre- 
dispone al consumo de drogas y en casos 
más extremos puede llevar a que las vícti- 
mas busquen autoatentar contra su vida. 
La Unesco estima que alrededor del mundo 

más del 36% de los educandos se ve afecta- 
do por una riña física con algún compañe- 

ro, y casi uno de cada tres ha sido agredido 
físicamente al menos una vez al año. No 
cabe duda de que como sociedad vivimos 

en un ambiente de mayor violencia, lo que 
hace mucho más difícil poder contenerla a 
su vez en los ambientes escolares. 

Con todo, es indispensable tomar con- 

ciencia sobre lo imperioso que resulta ha- 

cerse cargo del aumento de la violencia es- 
colar, pues resulta evidente que además de 
los impactos ya reseñados, si en los propios 

colegios la violencia es parte de la cotidia- 
nidad ello repercutirá en la vida adulta. Si 
bien las comunidades escolares tienen mu- 
cho que decir en la forma como abordan la 

violencia y las medidas para prevenirla, los 
niveles alcanzados -sobre todo con un ma- 
yor uso de armas- indican que ya no se tra- 
ta de casos puntuales, sino de un fenómeno 
que no solo requiere medidas urgentes de 

control, sino que exige ser abordado desde 
una perspectiva multidimensional. 

CARTAS 

LANDERRETCHE, TOHÁ Y ALBERTO 
PLAZA 

SEÑOR DIRECTOR: 

Como sabemos, Óscar Landerretdre ha apoyado la 

candidatura de Carolina Tohá bajo el argumento de 

que ella gobemará de manera democrática y reto- 

mará el camino de la socialdemocracia; abandonado, 
primero, por la Nueva Mayoría, y luego, por el actual 

gobiemo de Gabriel Boric. 

Sibien el apoyo referido de Landerretche es bien 

intencionado, es a la vez poco realista. Parafra- 

seando una canción romántica de Alberto Plaza, 

el problema esencial de su planteamiento es que 

le pide a Tohá “más de lo que puede dar”. Por una 

parte, en el hipotético caso de triunfar en la elec- 

ción presidencial, Tohá igualmente gobernará con 

el Frente Amplio y el Partido Comunista, partidos 

ambos no precisamente socialdemócratas. Por 

otra, en el caso más probable de ser oposición, 

nada indica que ejercerá una oposición leal y de- 

mocrática al gobiemo electo de derechas. La opo- 

sición fuertemente desleal en contra del segundo 

gobierno de Sebastián Piñera —no solo de parte de 

la izquierda radical, sino también del llamado So- 

cialismo Democrático—, le da la razón a ese verso 

de Plaza. En otras palabras, si tenemos en cuenta 

la historia reciente de Chile, resulta políticamente 

imposible que las izquierdas se identifiquen tanto 

con la democracia liberal como con la socialdemo- 
cracia. 

Valentina Verbal 

Horizontal 

LO QUE SE INVESTIGA IMPORTA, PERO 
CÓMO SE INVESTIGA, MÁS 

SEÑOR DIRECTOR: 

El reciente fallo 3-2 de la Corte Suprema, que con- 

firmó la decisión de la Corte de Apelaciones de An- 

tofagasta por los pinchazos telefónicos en el caso 

ProCultura, pone sobre la mesa una de las tensiones 

estructurales del proceso penal: la que existe entre la 

eficiencia en la persecución penal y el respeto a los 

derechos fundamentales. La propia votación dividida 

refleja esa tensión: mientras algunos adoptan una 

postura más deferente con el aparato investigativo 

estatal, otros enfatizan la vigencia ineludible de lími- 

teslegales y constitucionales. 

La decisión —que ordena eliminar los anteceden- 

tes obtenidos mediante la interceptación ilegal y 

toda evidencia derivada— beneficia exclusivamen- 

tea la persona recurrente. El desafío mayor, enton- 

ces, será determinar qué tan central era esa infor- 

mación para sustentar la investigación respecto del 

resto de los imputados. Porello, aún está pendiente 

dimensionar elimpacto real de esta resolución so- 

bre el conjunto del proceso. Con todo, la discusión 

sobre qué material puede utilizarse y cuálno podría 

revivir en la audiencia de preparación de juicio oral, 

donde seguramente una parte invocará la regla de 

exclusión probatoria y la otra sus excepciones. 

Más allá del caso concreto, estas discusiones 

obligan a preguntamos qué tipo de proceso penal 

queremos construir: uno quetolere atajos ennom- 

bre de los resultados, o uno cuya legitimidad no se 

juegue en la pura obtención de condenas, sino en 

los medios utilizados para alcanzarlas. Porque lo 

que se investiga importa, pero cómo se investiga, 

más. 

Víctor Beltrán Román 

Académico Facultad de Derecho, UDP 

  

DISCUSIÓN PORTRIESTAMENTALIDAD 

SEÑOR DIRECTOR: 

Respecto del reportaje aparecido en su edición del 

domingo 8 de junio de 2025, referido a la discusión 

sobre la triestamentalidad en la Universidad de 

Chile, es preciso aclarar que en él se consigna una 

frase mía, pronunciada durante una sesión plenaria 

del Senado Universitario, la cual fue extraída del 

contexto en que fue expresada. 

Para evitar malentendidos o interpretaciones 

parciales, el objetivo de mi intervención en la ple- 

naria fue cuestionar la legalidad del procedimiento 

mediante el cual se dio por vigente un acuerdo del 

Senado Universitario adoptado en 2014, el cual fue 

formalizado recién mediante un Decreto Universi- 

tario (DU) dictado en 2023. Conforme al reglamen- 
to del propio Senado, los acuerdos de este órgano 

solo adquieren carácter obligatorio una vez que se 

aprueba el respectivo DU, acto que pone fin al pro- 

cedimiento administrativo correspondiente. Dado 

que el Rector(a) tiene un plazo máximo de 15 días 
para dictar dicho decreto, y en este caso lo hizo casi 

nueve años después, mi argumento fue que el pro- 

cedimiento había decaído y, por tanto, el acuerdo 

noera jurídicamente válido. 

Más aún, manifesté que lo más grave es que ese 

acuerdo de 2014 —viciado en su origen— constitu- 

ye uno de los fundamentos del DFL N'T7 de 2024, 

norma que introduce una reforma al Estatuto de la 

Universidad de Chile, lo cual refuerza la necesidad 

de revisar este proceso con rigor jurídico e institu- 

cional 

Por lo anterior, la frase citada cobra su pleno sen- 

tido solo sise considera este contexto y la pregun- 

ta del por qué se vuelve sobre un tema habiendo 

pasado tantos años y por qué ahora éste se torna 

urgente. Esta aclaración se funda en resguardo del 

principio de veracidad, y en aras de una compren- 

sión más precisa del debate universitario en curso. 

Gladys Camacho 

Profesora titular, senadora universitaria trans- 

versal, Facultad de Derecho, U. de Chile 

TAPANDO EL SOL CON UN DEDO 

SEÑOR DIRECTOR: 

Mejor que nadie, los abogados penalistas que ejer- 

cemos activamente la defensa de personas, no solo 

en salas de reuniones ubicadas en elevados pisos 

de edificios espejados, sino también en tribunales 

de justicia y centros penitenciarios, sabemos de pri- 

mera fuente que el hacinamiento carcelario actual, 

de un 142%. equivalente a una sobrepoblación de 

17.655 personas, constituye un problema real que, 

al igual que un cáncer, requiere medidas concretas y 

urgentes para evitar su propagación al punto de ser 

irreversible. 

En Chile pocos pueden negar que, el hacina- 

miento ha transformado los centros penitenciarios, 

concebido originalmente para reinsertar personas 

privadas de libertad, en lo contrario, escuelas del 

crimen. 

En este contexto, resulta lamentable la decisión 

anunciada en la última Cuenta Pública por el go- 

bierno, en orden a transformar Punta Peuco en 

un centro penitenciario común. Una medida más 

efectista que eficiente, que pretende tapar el sol 

con un dedo y que, desgraciadamente, desvía el 

debate hacia disputas políticas e ideológicas, de- 

jando el problema de fondo intacto, tratando en 

consecuencia el cáncer del hacinamiento carcela- 

rio con píldoras para el resfriado. 

El objetivo de esta carta no versa sobre estar de 

acuerdo o no, como ocurre en mi caso, con cen- 
tros penitenciarios privilegiados, como son Capi- 

tán Yáber o Punta Peuco, sino sobre la necesidad 

de desenmascarar la cada vez más frecuente, y 

peligrosa práctica, de politizar necesidades reales, 

distrayendo con ello el foco de atención y debate, 

postergando así soluciones urgentes que el siste- 

ma carcelario reclama hace años. 

Nelson Salas 

Abogado 

CUMPLIR Y HACER CUMPLIRLA LEY 

SEÑOR DIRECTOR: 
Los descuentos de los días no trabajados a los pro- 

fesores que se adhirieron al paro del Colegio de 

Profesores, como sucede en cualquier organiza- 

ción y recordó la contralora general de la República 

que debe hacerse, permitiría recuperar, al menos, 

$2.800 millones y destinarlos a otros fines edu- 
cativos. 

Además, sería justo cumplir y hacer cumplir el 

Art 72 letra c) del Estatuto Docente, que establece 

que los profesionales de la educación podrán ser 

removidos si incumplen gravemente sus obliga- 

ciones, entre ellas, no concurrir de forma reiterada 

asuslabores sin causa justificada durante dos días 
seguidos. 

La dignidad laboral docente y el reconocimien- 

to social que tanto pedimos los profesores, no se 

gana incumpliendo nuestras obligaciones o aban- 

donando a nuestros alumnos; se gana trabajando 

cada día mejor. 

José Luis Velasco 
Presidente 

Sergio Godoy 

Director ejecutivo 

Asociación de Educadores de Chile A.G. 
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